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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 19 de mayo de 2010, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Soria, Negri, Pettigiani, Hitters, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa P. 104.283, "P. , J. R. y A. , J.A. . Recurso de casación".

A N T E C E D E N T E S

La Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires rechazó, con costas, la queja impetrada por la defensa oficial de los imputados J. R. P. y J. A. A. contra la decisión de la Cámara de Apelación y Garantías del Departamento Judicial de Quilmes que ‑a su vez‑ rechazó la petición de habeas corpus deducida a favor de los nombrados. 

El señor Defensor Oficial ante ese Tribunal, articuló recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley, el que fue concedido por esta Corte.

Oído el señor Subprocurador General, dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I Ó N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto?

V O T A C I Ó N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Soria dijo:

1. El 26 de febrero de 2008, la Sala Segunda del Tribunal de Casación Penal de la Provincia de Buenos Aires rechazó, con costas, la queja impetrada por la defensa oficial de los imputados J. R. P. y J. A. A. contra la decisión de la Cámara de Apelación y Garantías del Departamento Judicial de Quilmes que ‑a su vez‑ rechazó la petición de habeas corpus deducida a favor de los nombrados (fs. 45/48 vta.). 

Para así decidirlo invocó el plenario resuelto por ese Tribunal con fecha 30 de noviembre de 2006 por el cual se dejó sentado que "... el plazo razonable de duración de la prisión preventiva no es susceptible de ser fijado en abstracto, siendo de incumbencia de los jueces su determinación en cada caso particular. El único plazo concreto que prevé nuestro código procesal es el de dos años para las causa criminales que no revisten complejidad (art. 141, primer párrafo), quedando exceptuados de ese término fatal aquellos casos que, debido a la pluralidad de imputados o por la naturaleza y/o circunstancias de los hechos en juzgamiento, resultan ser de suma complejidad. En este último supuesto, conforme con el segundo párrafo del art. 141, deberá estarse al plazo razonable del artículo 2, sujeto a la apreciación judicial" (fs. 46 vta./47).

En lo particular para concluir que en el sub lite no se afectó la garantía de mentas, el tribunal intermedio, evaluó que los encausados "... han sido aprehendidos en estos autos el 10 de agosto de 2004, y han permanecido en prisión preventiva hasta la actualidad, totalizando, a la fecha de presentación del presente recurso, tres años y diecisiete días de detención" (fs. 47), que "... se encuentran imputados del delito de Homicidio en ocasión de robo en grado de tentativa y se han cumplido en la causa todos los trámites procesales correspondientes hasta la designación de la fecha de debate, prevista para el 5 de marzo de 2012" (fs. cit.), y que, en consecuencia, "... el caso de autos no se encuentra a la fecha alcanzado por el término fatal del primer párrafo del art. 141, por lo que la determinación de la razonabilidad de la duración de la prisión preventiva requiere una concreta apreciación judicial" (fs. 47 y vta.).

Agregó que "... a simple vista no se advierten dilaciones indebidas y la defensa no las ha alegado ni mucho menos ha demostrado la [...] irrazonabilidad del tiempo que los nombrados cumplen en detención cautelar lo que [permite] concluir que la medida cautelar que vienen cumpliendo P. y A. no ha excedido los límites de lo razonable" (fs. 47 vta.). En este sentido, concluyó que "... teniendo en consideración el tiempo que llevan detenidos y el estado procesal de la causa, a la fecha su detención no resulta irrazonable..." (fs. cit.), razón por la cual rechazó el recurso en cuestión ‑con costas‑, encomendando al tribunal de grado extremar los medios para celebrar con anterioridad el correspondiente juicio oral, atento la fecha designada para llevar a cabo el mismo. 

2.1. En el recurso que abrió la competencia de esta Corte, el recurrente denuncia ‑como planteo principal‑ que la sentencia del Tribunal de Casación resulta arbitraria "... por desconocimiento de la fijación de los plazos razonables de la detención provisional y de la totalidad del proceso, de acuerdo a las exigencias impuestas al respecto por los arts. 7.5 y 8.1 de la C.A.D.H." (fs. 63, el original con énfasis).

i. En lo sustancial, y en lo que atañe al plazo razonable de detención sin juzgamiento, señala que el Estado debe "de antemano" precisar "... bajo qué presupuestos y por cuánta cantidad de tiempo podrá, eventualmente, mantener a una persona sometida a detención antes del dictado de una sentencia firme que lo habilite a ello..." (fs. 63 vta.); y que la determinación de esos presupuestos "... no puede ‑en esencia‑ quedar en manos de aquellos sujetos a los que pretende limitar en su accionar ‑es decir, los propios jueces‑..." [la cursiva en el original] (fs. cit.).

Refiere, además, que el art. 7.5 de la C.A.D.H. es la piedra basal sobre la que corresponde construir la noción de plazo razonable de la detención provisional, partiendo del presupuesto de que ese lapso debe hallarse determinado con precisión, en unidades de tiempo (fs. 64 vta.), habiendo cumplido el legislador nacional con tales parámetros internacionales al sancionar la ley 24.390, en tanto en su art. 1 se fijaba el tiempo máximo para la detención provisional, de vencimiento inexorable, puesto que vencido ese plazo debía cesar la restricción a la libertad (fs. 64 vta.).

Si bien reconoce que la ley 25.430 modificó ese alcance, también señala que ella no sería de aplicación al caso por dos razones: la vigencia del principio de retroactividad de la ley penal más benigna y el de progresividad (fs. 65).

ii. Respecto del plazo máximo de duración del proceso penal indica que también las pautas temporales consignadas en el art. 1 de la ley 24.390 "... son válidas ‑y necesarias‑..." (fs. 66 vta.) para elaborar el estándar de la garantía contemplada en el art. 8.1 de la C.A.D.H., reivindicando por su certidumbre y en pos de lo que denomina "... principio de legalidad constitucional..." (fs. 67) que el tiempo que puede tomarse el Estado para destruir el estado de inocencia de una persona con una sentencia definitiva de condena sea establecido de antemano por la agencia legislativa (fs. 67).

En ese discurrir refiere que al establecer el legislador provincial en el art. 141 del Código Procesal Penal (ley 11.922 y sus modif.) un plazo de duración del proceso penal cuyo cumplimiento, en rigor, queda sujeto a la libre apreciación judicial, deviene inconstitucional (fs. 67 y vta.).

2.2. En subsidio, denuncia que lo resuelto por el a quo ha importado la "... [i]nobservancia de lo normado por los arts. 7.5 y 8.1. de la C.A.D.H., lo que tuvo como consecuencia la violación al derecho a obtener un pronunciamiento definitivo sin dilaciones indebidas, tanto respecto de la coerción personal como del proceso penal en sí mismo" (fs. 69 vta., en el original con énfasis).

Trae a cuento algunos hitos procesales del sub discussio (fecha de comisión del hecho y aprehensión continuada desde el 10 de agosto de 2004; designación de la audiencia de debate oral para el día 5 de marzo de 2012 ‑v. fs. 69 vta.‑) y los criterios elaborados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos para la razonabilidad del plazo de la prisión preventiva y del proceso en su integridad (v. fs. 72/73).

Manifiesta que los imputados llevan "... cumplidos en prisión preventiva tres (3) años y nueve (9) meses de detención ‑en tiempo real‑, por lo que el argumento de la magnitud de la pena en expectativa carece de relevancia (arts. 18 C.N., 2 y 3 del C.P. en relación con la ley 25.430)" (fs. 73 vta.).

Reputa que los criterios de los que se valió el órgano casatorio "... no resultan ni pertinentes ni suficientes para sostener la razonabilidad del plazo de la detención preventiva..." (fs. 74) y en cuanto a la razonabilidad del proceso en general menciona que el hecho que se le imputa "... no revestía complejidad alguna..." (fs. 74 vta.) y que respecto a su actividad procesal se limitaron "... a hacer uso de sus derechos constitucionales, en lo que concierne a la realización de un debate oral y público, y al intento de recuperar el goce de la libertad ambulatoria" (fs. cit.).

Después aborda la cuestión de la diligencia de las autoridades competentes en la tramitación del proceso y asegura que el hecho de no haber logrado en más de tres años que un tribunal practique un juicio constitucional, importa falta debida por parte de las autoridades, la que no puede ser cargada a cuenta personal de quienes se hallan sometidos a proceso. 

Arriba a la cuenta de que la prisión preventiva que vienen sufriendo sus asistidos "... excede lo que se debe entender por plazo razonable tanto de la detención provisional (art. 7.5 C.A.D.H.), como del proceso en su totalidad (art. 8.1 C.A.D.H.), lo que implica violación de la presunción de inocencia contenida por el art. 8.2 del mismo Pacto Internacional de Derechos Humanos" (fs. 75 vta.).

2.3. Con todo, entiende que corresponde casar el pronunciamiento en crisis, y asumiendo competencia positiva reclama que esta Corte declare expirados los plazos legales máximos de encierro preventivo y de duración total del proceso, disponiendo ‑en consecuencia‑ la inmediata libertad de los procesados, y decrete el sobreseimiento por extinción de la acción penal por prescripción (fs. 76).

3. El señor Subprocurador General, emitió opinión a fs. 87/94, aconsejando el rechazo del recurso intentado.

4. Coincido con lo dictaminado por el representante del Ministerio Público, pues ninguno de estos reclamos puede ser receptado.

4.1. El planteo que se refiere a la violación del plazo razonable de la prisión preventiva ("detención provisional", en palabras del recurrente), adolece de insuficiencia (doct. art. 495, C.P.P.).

Más allá del intento del recurrente por determinar un plazo máximo legal de encierro cautelar (v. fs. 66 vta.), nuestro ordenamiento jurídico carece de una regla preceptiva de un límite temporal exacto para la duración de la detención preventiva ‑conf. art. 169 inc. 11º del Código Procesal Penal ‑ (lo mismo sucede mutatis mutandi respecto del proceso penal en general, en el cual predomina la llamada «teoría de la ponderación» ‑v. mi voto en P. 76.357, sent. de 30‑VI‑2004 [y otras que le siguieron, v.gr. P. 94.681, sent. del 13‑XII‑2006]‑).

Según esta postura, frente a la carencia de un límite temporal absoluto los jueces deben evaluar, caso a caso, si la prolongación del encierro ha sido o no razonable, teniendo en cuenta la gravedad del delito, la pena probable y la complejidad del proceso (art. 169 inc. 11, C.P.P.).

En el sub examen, el recurrente se desentiende de las consideraciones tenidas en cuenta por el tribunal intermedio para concluir que "... la medida cautelar que vienen cumpliendo P. y A. no ha excedido los límites de lo razonable" (fs. 47 vta.).

Su agravio se apoya en la mera afirmación dogmática de que ha sido superado el plazo razonable de duración del encarcelamiento cautelar, sin poner en tela de juicio el fundamento ‑casuístico‑ calibrado por el órgano recurrido. 

Tampoco es dable desentenderse de que uno de los presupuestos que agraviaban primordialmente al presentante, esto es la hipótesis de una audiencia de debate a celebrarse recién en marzo de 2012, perdió virtualidad en cuanto fue anticipada tres años, habiendo tenido lugar el 6 de abril de 2009, según certificación obrante a fs. 97, en virtud de las consideraciones puestas de resalto en el dictamen de la Procuración General (fs. 93 vta./94), resultando los imputados condenados a la pena de prisión perpetua, accesorias legales y costas por el ilícito aquí investigado.

En definitiva, resultando impertinente la fijación de un límite temporal fatal para la duración del encarcelamiento preventivo, la defensa, al desentenderse del análisis practicado por la agencia casatoria, no ha conseguido evidenciar la dilación indebida que denuncia ocurrida (esto es, la superación del límite temporal razonable de la medida de cautela dictada contra el procesado).

Ergo, el reclamo adolece de insuficiencia y corresponde desestimarlo (doct. art. 495, C.P.P.).

4. 2. La restante manifestación impugnativa relativa a la irrazonable prolongación del proceso en general, no puede ser atendida.

No es posible reprocharle arbitrariedad al pronunciamiento del Tribunal de Casación Penal por desconocer la fijación de los plazos razonables de la totalidad del proceso, cuando dicho planteo no fue sometido a su examen en ocasión de interponer ‑la defensa de los imputados‑ el recurso de casación obrante a fs. 20/24 vta., y tampoco en el escrito complementario de la señora Defensora Adjunta de Casación agregado a fs. 33/44 vta., en los cuales la petición consistió en el cese de la prisión preventiva o el otorgamiento de la excarcelación o una medida morigeradora (fs. 44 vta.).

Siendo que el recurrente liga la duración del proceso en su totalidad al plazo máximo tolerable de encierro preventivo que, en todo caso, estima exorbitado al cumplirse más de tres años de duración (fs. 21 vta.) o tres años y seis meses (fs. 64 vta.), pues aquél ‑en su opinión‑ también debe elaborarse a partir de las pautas temporales que brinda la ley 24.390 como reglamentaria ‑esta vez‑ del art. 8.1 de la C.A.D.H., con mayor razón debió formularse en la instancia previa en tanto por entonces ‑a su entender‑ ya habría acaecido (véase que los encausados fueron detenidos en día 10 de agosto de 2004, y la defensa técnica de los mismos interpuso el recurso de casación con fecha 27 de noviembre de 2007 ‑fs. 24 vta.‑ y el memorial de fs. 33/44 vta. el 22 de febrero de 2008). 

En consecuencia, voto por la negativa. 

El señor Juez doctor Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó la cuestión también por la negativa.

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Pettigiani dijo:

Adhiero al voto del doctor Soria con el siguiente alcance.

Es que, sin perjuicio de las consideraciones efectuadas en el ap. 4.1, comparto que el agravio atinente a la excesiva duración de la cautelar preventiva resulta insuficiente (art. 495, C.P.P.).

A su vez y con relación a la ausencia en nuestro ordenamiento jurídico de pautas para determinar el límite máximo de la referida prisión preventiva, me remito al criterio que expusiera ‑en lo pertinente‑ oportuna y extensamente en P. 64.660, sent. del 12‑XI‑2003.

Finalmente, también me sumo a los fundamentos expuestos por el colega de primer voto en el ap. 4.2.

Voto, con el alcance dado, por la negativa.

El señor Juez doctor Hitters, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Soria, votó la cuestión planteada también por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente 

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, de conformidad con lo dictaminado por el señor Subprocurador General, se resuelve rechazar el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley interpuesto, con costas (art. 496, C.P.P.).

Regístrese, notifíquese y devuélvase.


EDUARDO JULIO PETTIGIANI


HECTOR NEGRI
DANIEL FERNANDO SORIA


JUAN CARLOS HITTERS



R. DANIEL MARTINEZ ASTORINO



Secretario
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